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El servicio público 
de la justicia: 
actualidad 
y perspectivas 

José-Manuel Canales Aliende 

I. Introducción y planteamiento 
general 

firmar de entrada que la justicia 
está de moda en la opinión pública 
y en los medios de comunicación 

de nuestro país, se ha convertido por diversas 
razones en un tópico. 

Ahora bien, intentar a pesar de la coyuntura 
presente, reflexionar sobre su situación actual, 
problemas y perspectivas, es cuestión diferente, 
aunque complicada, y es lo que se va a intentar 
básicamente en estas líneas, colaborando sin du- 
da a lo que parece necesario en el momento ac- 
tual: abrir un debate sobre nuestro sistema 
político en orden a la mejora del mismo, y ello 
para la contribución al perfeccionamiento de 
nuestra democracia. 

El título de este artículo pienso que es de por 
sí ya expresivo, puesto que en lugar de hablar, 
como se hace tradicionalmente, de poder judi- 
cial, justicia o jueces, se ha preferido hablar de 
servicio público de la justicia. 

El fundamento de la opción por este título se 
debe, esencialmente, a tres razones: en primer 
lugar, al hecho de entender que la problemática 
de la justicia no es algo aislado, sino que por el 
contrario debe incluirse y contemplarse en un 
contexto mucho más amplio, cual es el de la mo- 
dernización del Estado y de sus instituciones, lo 
que implica una mejor calidad en las prestacio- 
nes y servicios públicos; en segundo lugar, por- 
que es muy común identificar la justicia persona- 
lizándola y patrimonializándola, incluso, con 
uno de sus actores, el cual, aunque importante, 
no es el único, que son precisamente los jueces, 
con el injusto olvido de muchos otros actores 
intervinientes en el proceso; y en tercer lugar, 
porque el poder judicial y la justicia no es un fin 
en sí mismo, sino que es un medio, ya que en 
última instancia su justiticación y finalidad, co- 
mo la de cualquier otro servicio público, es la 
satisfacción de las demandas de los ciudadanos. 

La idea de la justicia creemos que conduce ine- 
xorablemente a una reflexión acerca de la limita- 
ción y la legitimación de los poderes públicos. 

Tradicionalmente, el tema del control y la res- 
ponsabilidad de los poderes públicos aparecía 
tratado como algo derivado del proceso de ins- 
titucionalización y consolidación constitucional 
del Estado de Derecho y de la consiguiente di- 
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visión entre los tres poderesclásicosde todo
Estado moderno. Y ello desdeuna perspectiva
científica predominantementejurídica.

Ahora bien, no obstantelo anterior,el trata-
mientoliberal democrático,y desdela perspec-
tiva jurídico-formal de la división de poderes,
olvidabala realidadmásamplia y complejadel
sistemapolítico y de la sociedaden la queesta-
baninsertaslas normas,cualquieraquefuesesu
jerarquía,y configurabaal poder judicial en
principio como un poder arbitral, neutral y
equidistantede los otros dos. Sin embargo«los
estudiosactualesponenen evidenciaqueel Po-
der Judicial se ha convertidoen la prácticaen
un actor de primer orden en los sistemas
políticosal influir determinantementeen la for-
mulacióny la ejecuciónde las políticaspúblicas,
limitando la actividad del Gobierno. Además,
juecesy tribunalestienencompetenciay capaci-
dad para garantizarlos principios sustantivos
de la democracia,y en muchoscasoslas senten-
cias establecen los parámetros del debate
político» (Manuel Sánchezde Dios, 1995: 130).

Pero también y abundandoen lo anterior,
significaríamosqueen el actualEstadoSocial o
de Bienestar,por un lado los sistemaspolíticos
se van a estructurarde formaesencialmentedis-
tinta. Éstosse fundansobrela triple diferencia-
ción de Política, Administración y Público
(Niklas Luhmann,1993: 62), en la queel tránsi-
to de una diferenciaciónbidimensional,da ori-
gena otra tridimensionaldela realidadpolítica,
afectandoprofundamentea la división de pode-
res, dándoleun nuevo significado (Luhmann,
1993: 63). Por otro lado y como consecuencia
de lo anterior,sin perjuicio de la validez de la
división de poderesy de sus instrumentosde
control, éstaexige además,con un carácterne-
cesarioy complementario,la legitimidadciuda-
danade origen y de ejercicio, o lo que es lo
mismo,la no disociación,sino la síntesis,entre
lo normativo y lo fáctico,entrela legalidady la
eficacia.

Ademásde lo precedente,en particular,el po-
der judicial, como ha señaladorecientemente
ClementeAuger (1995: 42), «tradicionalmente
consideradocomo un poder pobre,invisible y
mudo, unaespeciede tercer poder sometidoa
la tutela condescendientede los otros dos, sale
de la sombra,quebrantalas defensasde la in-
munidadde los mandatariospúblicos y las de-
fensasdel dinero...; situaciónsin dudaagravada
por la aparición del llamado “poder mediáti-

co” quetiendea subvertir las reglasde funcio-
namientode la democraciarepresentativa,mar-
ginando los cuerpos intermedios, partidos
políticos y sindicatos,en adelanteobligados a
pasarpor sucanal paraserescuchados...La te-
levisiónapenasse detieneen estasmaterias.Ne-
cesita del espectáculo.Toma en la actualidad
judicial, todo lo quees buenoparael espectácu-
lo, desdeñandolo que es impropio parael con-
sumomediático.El tratamientode los asuntos
judiciales por la televisión condiciona la opi-
nión pública y repercutenecesariamentesobre
el funcionamientode la justicia».

Así pues,el servicio público de la justicia y el
poder judicial como exponentemáximo de la
misma, ha pasadode ser una institución esen-
cialmenteburocráticade proyeccióncasi exclu-
sívamentejurídica formal, a integrarseen un es-
pacio másabiertoen el quepor imperativosde
legalidad,debeinteraccionarde forma política-
mente relevantecon agentesde otros poderesy
muy intensamente,con la opinión pública (Per-
fecto AndrésIbáñez, 1995: 4).

JI. Antecedentesy Situación
actual

e—

11.1) Antecedentes

Nuestra Carta Magna, vigente desde 1978
conformeal modeloclásicodel constitucionalis-
mo moderno y como unaconsecuenciade la
instauraciónde la democraciaen nuestro país,
establecióel principiode la división de poderes,
dándolecuriosamentesólo tal denominaciónal
judicial y consagrándoleel título VI (artículos
117 a 127), teniendoespecialcuidadoen que la
rúbrica «poderjudicial» presidierael título de-
dicado a la Administraciónde Justicia,con la
finalidad de poner de relieve tanto su indepen-
denciade los demáspoderes,comosu singula-
ridad (Cazorla Pérez y Ruiz Robledo, 1992:
356).

Los tresprincipalesaspectosde la regulación
constitucional,por cierto extensaen compara-
ción conel tratamientodadoa otras institucio-
nes,—lo que pruebauna vez másla importan-
cia quele dabanlos constituyentesasí como su
especialsignificado parala nuevademocracia—
eran: a) la regulacióndel estatutode los miem-
bros del poder judicial y en particular la ga-



rantiade su inamovilidade independencia;b) la
creaciónex novo,conformeal modelo italiano,
deun órganocolegiadode elecciónparlamenta-
ria, al menosparcialmente,para el gobiernode
los jueces;y c) la necesidadde la legitimidad
democrática,al señalarquela justicia emanadel
pueblo,estableciendounoscaucesde participa-
ción ciudadana(especialmenteeljuradoy la ac-
ción popular).

Esta nueva regulación constitucional de la
justiciay del poderjudicial iba a chocar,funda-
mentalmente,por un lado con unasociedad
civil españolacomplejay transformadanotable-
menteen un contextoclaramentede sociedad
postindustrialy anhelantede su pronta incor-
poración a las entoncesComunidadesEuro-
peas,y por otro lado, con una realidaddel ser-
vicio público de la justicia carentede medios
suficientes,configurado y actuandode acuerdo
con una«cultura» y unaplantay normaspro-
cesalesdel siglo pasado,pensadasy aprobadas
paraun sociedady cultura plenamenterurales.
Aspectoséstospuestosde manifiestodetallada-
mentepor diversosautores(especialmentepor
Toharia, 1987).

Por otra parte, los miembros de la carrera
judicial y los demásactoresintegrantesy parti-
cipantesen el serviciopúblico dela justicia,iban
a tener que acomodarsea la nueva realidad
política y normativa constitucional. Este
período quizás puedecaracterizarse,como de
institucionalizacióny de reflexióninternaacerca
de cuálerasupapelen el nuevosistemapolítico,
no prestandodemasiadaimportanciani audien-
cia a la opinión públicani a las diversasinstan-
cias y grupossociales.La democratizacióny la
modernizaciónaparecíancomo objetivos pri-
mordiales,sin reparardemasiado,en esosmo-
mentos,en otros aspectostales como la legiti-
midad y la calidaddel servicio público, ni en la
incidenciade la justiciaen el sistemapolítico, o
su irrupción novedosay con intensidaden los
mediosde comunicaciónsocial.

11.2) La situación actual

Se ha señaladopor la doctrina que las dos
funcionestradicionalesy básicasde la Adminis-
tracióndeJusticiasonel mantenerla pazsocial
y dirimir las controversias;estandolos proble-
masde la justicia por tanto, en correlacióncon
los problemasde la sociedad,que hoy son los

de los de las sociedadesindustrialesavanzadas
(GarcíaCotareloy de Blas Guerrero,1987: 259-
260).

Puesbien, lo anterior nosconducea unapri-
meraaproximaciónacercade los cambiosesen-
dales,producidosen másde unadécadaen la
sociedadespañoladesdela aprobacióndel Tex-
to Constitucional,a los quela justicia debíadar
cumplida y eficaz respuesta.Así, entre ellos,
podríamoscitar los siguientes:el aumentopro-
gresivo de la conflictividad social y por endede
la litigiosidad; la crisis económicay los nuevos
problemassocio-laborales;la apariciónpública
del fenómeno,no novedosopor otro lado, de la
corrupción política y administrativa;la mayor
concienciaciudadanaen relación al respetoy
garantíade sus derechos;la mayor presenciae
incidenciadel derechoeuropeoy del internacio-
nal en unasociedadmás global e interdepen-
diente;los nuevosdelitos de caráctereconómi-
co; los problemassocialesfruto de la margina-
ción social; la progresivaaplicacióndel derecho
privado frente a unaexcesivapublificación del
mismo y la necesidadde unaeconomíamenos
reguladaeintervenida;laaparicióndel arbitraje
y la negociacióncomoalternativasa los proce-
sosjudiciales; la irrupción de la informáticay de
las nuevastecnologías;y la progresivaplurali-
dadde la sociedadespañolaal hacersecadavez
másmultilingúe y pluricultural, fruto del desa-
rrollo y consolidaciónde nuestroEstadode las
Autonomías.

Frentea esta nuevarealidadpolítica, econó-
míca y social, y en el marco y contextode una
crisis del Estadoque tiene múltiplesmanifesta-
ciones,parael periodoque va desde1978 hasta
el momentoactual,la justiciaen Españapodría
caracterizarsebásicamentepor las siguientes
notas:a) un aumentoconsiderablede sus parti-
das presupuestarias;b) un incrementonotable
de los medioshumanos,o personas,trabajando
en esteserviciopúblico; c) un crecimientonota-
ble de los mediosmaterialesy, en particular,la
construcciónde nuevasinstalacionesy la dota-
ción de los mediosauxiliares;si bien el esfuerzo
es aúninsuficiente,paralas necesidadesexisten-
tes de partida;d) la nueva Plantajudicial fruto
de la Ley 38/1988,de28 de diciembre,dePlanta
y DemarcaciónJudicial; e) la institucionaliza-
ción en el sistemapolítico del órganode gobier-
no de losjueces,esdecirelConsejoGeneraldel
Poder Judicial, dotándole de una propia «orga-
nizaciónmedial»a suservicio,de mediosperso-



nalesy materialessuficientesy por último, atri-
buyéndoselerecientementela potestadpresu-
puestaria,de la quecareció inicialmente;f) un
aumentoprogresivo de la litigiosidad, fruto de
la mayor demandadejusticia de los españoles,
siendoespectacularel númerode asuntosingre-
sadosy resueltos,especialmentepor las Salasde
la JurisdicciónContencioso-Administrativa;y g)
nuevasleyes procesales,actualizandoy moder-
nizando los procedimientos,configuradospor
normasprecedentesanterioresa la democracia.

La situaciónactualha sido diagnosticadaco-
mo la de un panoramadel que forman parte,
superponiéndosea mododeestratosgeológicos,
viejos lastresburocráticospero tambiénformas
inéditasy másricasde entenderla profesionali-
dad; atávicodéficit de funcionalidadpero asi-
mismo una nueva cultura constitucionaldel
ejercicio de la función; incrementode las cifras
ministerialesde inversiones,sí perode la misma
endémicaausenciade diseñoglobal. Y, además,
nuevosproblemascreadospor las demandasde
intervenciónen materiasaltamenteconflictivas
y de extraordinariadensidadpolítica...; y las
apuntadasdudas de legitimidad política, que
son másbienla reducciónpolítica-instrumental
y oportunistade un complejo asunto,al menos
en la Constitución españolabastanteresuelto
(PerfectoAndrésIbáñez, 1995: 3-4).

113) Los problemas propios y sus posibles
soluciones

Junto a los problemasactuales,fruto de la
incardinacióny relacióndel servicio público de
lajusticiacon las demásinstitucionesde nuestro
sistemapolítico, algunosde los cuales se han
mencionado precedentemente,dicho servicio
público poseeademásunos problemaspropios
derivadosde su idiosincrasia,de los que desta-
caríalos siguientes:

a) El serviciopúblico de la justicia necesita
una mayor legitimidad,ya que, al igual que el
resto de los poderespúblicos, la legitimidad es
hoy día no sólo de origen sino también de re-
sultados,no pudiéndoseproducir una disocia-
ción entre lo normativo y los hechos,o lo que
es lo mismo,entrela norma y la sociedad.

La legitimacióndel servicio públicode lajus-
ticia vienedadafundamentalmentepor el grado
de opinión y de satisfacciónexistente en los
usuariosde la misma. En este sentidouna re-

ciente encuesta,fruto de los datosexistentesen
el Centrode InvestigacionesSociológicas,nos re-
vela básicamenteen primer lugar, quela opinión
de los españolesconsideraque progresivamente
el funcionamientode aquellaha empeoradores-
pectoa los añosanteriores,consolidándoseesta
tendenciaaunquede forma atenuadaen 1995; y
en segundolugar, que la estimaciónde los espa-
ñoles es que las leyes penalesno se aplican a
todos por igual, o lo que es lo mismo, que el
ststemajudicial es injustoy no es igual parato-
dos en España(RosarioAlvarez, 1995: 44-47).
Peroes que,además,los propiosprofesionalesde
lajusticia tambiénson conscientesy partícipesde
la insatisfacciónciudadanay de la necesidadde
cambiosprofundos,lo queprácticamenteequiva-
le a su refundación(José-JuanToharia,1994).

Sobre la cuestión de la satisfacciónde los
usuariosde la justicia hemosde señalar tam-
bién, que no es sólo una cuestión sectorial y
baladí,sino que se encuentraen el seno de las
transformacionesdel Estadodemocráticoy es
unamanifestaciónde la nuevasensibilidadde la
concienciapolítica en la llamadasociedadactual
de consumo(Javier Otaola, 1989: especialmente
p. 247). No obstante,hayqueresaltarquela ima-
gen de la justicia chocaprincipalmentecon dos
inconvenientesdifíciles de partida: uno sería la
propia realidad de la misma, que deja siempre
insatisfechaa unapartedelos demandantes,con
lo que la imagentotal de satisfacciónes imposi-
ble; y el otro, el hechode que la justicia, a dife-
rencia de otros serviciospúblicos, tienegran di-
ficultad en comunicary valorizar su acción,he-
cho comúnen diversospaisesde nuestroentorno
europeo(entreotros Pierre Kramer: 1991).

b) La obviedad y la necesidadde un consen-
sode todaslas fuerzaspolíticasen el Parlamen-
to, o un «pactode Estado»,paradar solucióna
los problemasexistentesa travésde leyesy/o de
otros acuerdosde carácterno normativo,asíco-
mo la necesidadde que en la solución de los
problemasde la justiciay en susactuaciones,se
cuenteno sólocon la opinión delos jueces,sino
también con la opinión de los demásprofesio-
nalesque trabajanen el servicio público de la
justicia, integrándolosy haciéndolespartícipes
de ella. Y además,que se tengaen cuentala
opinión y las alternativaspropuestaspor otros
actoresimportantesen el servicio público de la
justicia, que no trabajan vinculadosa él sino
directamentepara los ciudadanos,es decir los
abogadosy procuradores.



e) Una nueva configuración del Consejo
Generaldel PoderJudicial parecetambién ne-
cesaria,paraqueéstesea no sólo un órganode
gobiernode y paralos jueces,sino para todos
los actoresy afectadosporel serviciopúblico de
la justicia. Para ello entre otras medidas,el
Consejo General del Poder Judicial debería
avocarlas competenciasy mediosqueactual-
mente tieneel Ministerio de Justicia.El hecho
de la no reelecciónde los miembrosdel Consejo
Generaldel PoderJudicialno asegurasu inde-
pendenciareal, ya que,de hecho,los miembros
del mismo,a su vez, en ocasionesprocedenpre-
viamenteo, en sucaso,aspirana sernombrados
por el mismo sistemade cuotasde los partidos
paraotros órganosde regulacióny relevancia
Constitucional(así el Tribunal Constitucional,
elTribunalde Cuentaso el Consejode Estado).
Además,esa dependenciapolítica de los parti-
dospolíticospor el sistemade elección,queob-
viamentepolitiza y sobretodo «vincula»a los
partidosa los miembros del Consejo General
del PoderJudicial, no queda ahí sino que se
trasladay extiendea toda la organizaciónjudi-
cial, ya que tanto el nombramientode los ma-
gistradosdel Tribunal Supremocomo los Pre-
sidentesde los órganoscolegiados(Audiencias
y Tribunales)se hacepor un sistemaauténtico
de «cooptación»y acuerdospolíticos,dondelos
méritos y la experienciaprofesionalocupanun
lugar secundario.Los ascensossignificativosen
la carrerajudicial quedanasípolitizados,en de-
trimento del mandatoconstitucionaldel mérito
y la capacidad.Juntoa lo anterior, no hay que
olvidar tampoco,la competenciade propuesta
del ConsejoGeneraldel PoderJudicial de dos
magistradospara el Tribunal Constitucional,
asícomodealgunosde los miembrosde la Jun-
ta ElectoralCentral, institucionesambasde in-
cidenciarelevanteen la dinámicade nuestrosis-
tema político.

d) Hacefalta un diseñoglobal de la justicia
y de las políticas públicas referentesal servicio
de lajusticia,quedeberánestarclarificadas,pa-
ra facilitar la racionalidady la flexibilidad má-
ximas en su elaboración,definición,asignación,
implementacióny evaluación,dentrodeun plan
estratégicoy global de lasmismas.Laspolíticas
públicas del servicio público de la justicia, de-
berían distinguir claramenteentre los niveles
macroy los nivelesmicro; esdecir, lo queserían
decisionesestratégicasdentrode un plandeac-
tuaciones,con las actuacionespropiamentedi-

chasy diarias en el marco y ámbito de la Ofici-
na Judicial y susdistintastipologías.

La realidadcotidianade la justiciay la inme-
diacióndel contactode éstacon losciudadanos,
de la quese deriva por tanto su opinión y legi-
timidad, se realiza básicamentea través de la
Oficina Judicial. La modernizacióny tecnifica-
ción de la misma, pareceuna condiciónimpres-
cindible parasu eficaz funcionamiento,revalo-
rizando y potenciandoel papel del Secretario
Judicial no sólo como fedatario público e im-
pulsorde la actividadprocesaldel órganojuris-
diccional, sino también como directivo de la
misma, sin necesidadde dependenciaorgánica
ni de supervisióndel juez.

e) Es necesarioademásintroducir unanue-
va «cultura de la gestión»paraconoceren pri-
mer lugar la realidad,luego tomar decisionesy
ejecutarlaseficientemente.La cultura de la «ge-
rencía pública» pareceque es una necesidad
tanto a nivel orgánico(en el ConsejoGeneral
del PoderJudicial y demásórganosjurisdiccio-
nalesunipersonalesy colegiados),como a nivel
procedimentalo deactuaciones,separándoselo
que es puramenteadministrativoo de gestión,
de lo estrictamentejurisdiccional (en esesenti-
do, véaseen la doctrina CanalesAliende, 1991).

f) Es necesariotambiénun nuevoEstatuto
Orgánicoparael Ministerio Fiscal,quevengaa
sustituir el aprobadopor la Ley Orgánica50/
1981,de 30 de diciembre,por el que la depen-
denciade éstedel poder ejecutivodesaparezcay
pasea serun auténticodefensorde la legalidad
y de la garantíade los derechosde los ciudada-
nos. El papeldel Ministerio Fiscal debepasara
ser másinstitucional y menos,un instrumento
al serviciocoyunturaldel Gobiernoy del parti-
do gobernante.

y) Por otro lado, aparececomo evidente la
necesidadde la formación continuade todo el
personal al servicio de la Justicia, personaljudi-
cial y no judicial, en temas jurídicos y no
jurídicos. Dentro de éstosúltimos destacaríala
formación en los conocimientos,técnicasy ha-
bilidades que en gestiónpública hoy son nece-
sarios en cualquierinstitución y servicio públi-
co. La formaciónes un instrumentoclaveden-
tro del procesode modernizacióny profesiona-
lización del servicio público de la justicia,como
la experienciade otros servicios públicos de-
muestrasuficientemente.

la) Junto a lo anterior, en lo referente a la
configuracióny funcionamientode los órganos



jurisdiccionales,se propone,entre otrasmedi-
das, las siguientes:La especializaciónde los ór-
ganosjurisdiccionalesy de los miembrosde la
carrerajudicial destinadosen los mismos; un
sistemade reclutamientode los miembrosde la
carrerajudicial, acordecon las necesidadesac-
tuales,y un replanteamiento,por fracasadoy no
suficientementeidóneo,del sistemade selección
judicial de los llamados«tercer»y «cuarto»tur-
no; la garantíaciudadanade unos órganosju-
rtsdiccionalesindependientese imparciales,de-
recho del quese derivanimportantesexigencias,
y en concretola de la inamovilidad y la de la
duración del mandatode sus miembros; una
simplificación,clarificacióny racionalizaciónde
las comunicacionesy notificacionesjudiciales,
tendentesa evitar un estilo en el lenguaje,mu-
chasvecesconfusou oscuroparasusdestinata-
rios; unareducciónlegal del contenidode la lla-
mada«discrecionalidadtécnica»,a fin degaran-
tizar una capacidad y posibilidad real de
aumentarlas posibilidadesde control de lospo-
derespúblicos; la puestaen marchade las pre-
vistas Salasy Juzgadosde lo Contencioso-Ad-
ministrativo; la dependenciareal del poderjudi-
cial de la policíajudicial y la posibilidadde in-
tegraren ésta,ademásde a la policía nacional,
a las policíasautónomasy locales;la democra-
tizacióny potenciaciónde los Juzgadosde Paz,
como forma de mayorcercaníade la justicia a
los ciudadanos;la ampliaciónde la acción po-
polar no sólo a la jurisdicciónpenaldondeexis-
te, sino a las demás,como forma de participa-
ción popularen la justicia; el desarrollodel ar-
bitraje y la negociación como alternativas
previas,antesde acudira losórganosjurisdiccio-
nales,y modo de resolveren éstossólo losasun-
tos estrictamentenecesarios;el desarrollopleno
del Juradocomo institución creadaconstitucio-
nalmenteparalaparticipaciónpopularen lajus-
ticia; la reformade los procedimientosjurisdic-
cionalesen basea la celeridad,ya que, conforme
a un clásico aforismo «la justicia tardía no es
justicia»,serequiere que dichos procedimientos
se rijan por los principios de oralidad,inmedia-
ción, concentracióny buena fe procesales;y el
establecimientode un sistemade recursosade-
cuado,paragarantizarplenay suficientementea
los ciudadanosla seguridadjurídica, la igualdad
ante la ley y la interdicción de la arbitrariedad,
quereconocey garantizael textoconstitucional.

1) Y por último, entre otros problemas, aun-
queno por ello menosimportantes,la operativi-

dad y la celeridaden la ejecuciónde las senten-
cias. La justicia queeslenta,además,no culmina
con la sentenciasino con su plenaejecución.El
procesode ejecuciónademásde rápidoparacon-
seguirel inmediatocumplimientode lo juzgado,
debecomplementarsecon un ordenadoy eficaz
sistema de medidascautelares.Especialmente
graveesen muchasocasionesla inactividado el
retrasoconscientey deliberadode los poderes
públicos en cumplir las sentencias,máxime en
materiasque implican el resarcimientoo la in-
demnizaciónde caráctereconómico.

III. Perspectivasde futuro
y algunaspropuestas

de modernización
- ‘t ~t

1. Breve planteamiento general

Podemosdecirsin lugar a ningunaduda,que
el serviciopúblico de la justiciaestáciertamente
en crisis, al igual de lo que ocurre en otros
paísesde nuestroentorno.Ahora bienestacri-
sis,a pesarde lo muchohechohastaahorapara
su mejora y modernización,poseecaracterísti-
cas derivadasde la propiacontingenciade este
serviciopúblico y de la indudablepeculiaridad
de sus actuacionesy prestacionespúblicas,a lo
queseañadeel papelqueésteocupaen elcon-
texto actualde nuestrosistemapolítico y social.

El servicio público de la justicia se insertay
actúacomoun poderdel Estadoy, al igual que
los demás,es hoy necesarioparasu legitimidad,
que su estructura,actuacionesy controlessean
simultáneamentedemocráticosy eficaces.

Las notablesy meritoriasreformasoperadas,
principalmentede carácterorgánico, procedi-
mentaly presupuestario,siendonecesariasy ur-
gentes,no son suficientes,ya queel servicio pú-
blico de la justicia y el poderjudicial, necesitan
replantearsesupapely legimidaden el contexto
actual del sistemapolítico y social español.

2. Los problemas más destacables
en el contexto político actual

Concretandolo anterior,algunosde los pro-
blemaspendientesque necesitanser abordados
y resueltosserían,en mi opinión, los siguientes:
a) la determinaciónde la responsabilidadinsti-
tucionaly personaldel ConsejoGeneraldel Po-
der Judicial y de sus miembros,ya queal igual



queel resto de las instituciones,no puedenser
zonasexentasde responsabilidaden un sistema
democrático;b) la concrecióny ampliacióna los
supuestosnecesariosde la responsabilidadde
losjueces,ya que unacosaes la independencia
judicial y otra la inmunidady la irresponsabili-
dad absolutas,impropiasde un Estadode De-
recho;c) la transformacióndel sistemaactualde
la elecciónde los miembrosdel Consejodel Po-
der Judicial,ya que el sistemade «cuotas»por
elecciónparlamentariay, en última instancia,de
vinculación a los partidospolíticos no parece
haberdado los resultadosesperadosy requeri-
dosde imparcialidaden susmiembrosy de agi-
lidad suficienteal órganocolegiadode Gobier-
no de losjueces;d) la incardinacióndel servicio
público de la justiciay de sus recursoshumanos
en la realidadactualdel nuevomapadel Estado
de las Autonomías.Subsisteel problemade la
unidad,no uniformidad,del servicio público de
la justicia y del poderjudicial dentro de la di-
versidad territorial, lingtiística y cultural de
nuestro sistema político-administrativo;e) un
nuevo replanteamientode las relacionesy del
control judicial de la totalidadde los distintos
poderespúblicosahoraexistentes.En estesenti-
do, hay que destacarque el Estadode Derecho
y el sometimientoal ordenamientojurídico de
todoslos poderespúblicos,no implica necesaria-
menteun control jurisdiccionalde todaslas ac-
tuacionesde aquellos(entreotros, Embid Irujo,
1991: especialmentep. 61 y ss.);f) el deslindene-
cesarioy la clarificación acercade la responsabi-
lidad política, penal y, en su caso,de la acumu-
lación de ellas; y) la necesidadde nuevascate-
gorías jurídicas adecuadasal contexto social
presentey la distinción clara entre cuestiones
jurídicas strictu sensu, hechos, y decisionesde
políticaspúblicas(recientemente,Edley ir., 1994:
especialmentep. 5 y ss.); Ii) el deslindeclaro de
lascompetenciasentrela jurisdicción ordinariay
elTribunalConstitucional,comogaranteésteúl-
timo del espíritu y del texto constitucional,y por
tanto de la legitimidad del sistemapolítico.

IV. Breveepilogo

L os problemasde la justicia y del ser-
vicio público que la presta,sin per-
juicio de sus propiaspeculiaridades

y característicasseñaladasinicialmente, se de-

bencontemplaren un contextomuchomásam-
plio y dentrode unavisión global del sistemay
dinámicapolíticas, en dóndese insertany ac-
túan sus diversosactorese instituciones.

La crisis actualdel modelo de la justicia y la
necesidadde un cambioconnuevasalternativas
parasu funcionamientoeficaz y eficiente, para
asídar respuestasa las demandasy a las insa-
tisfaccionesde los ciudadanos,pienso que es,
sobretodo y ante todo, un problemade legiti-
midadpolítica y funcional,asícomode imagen,
dentro de un adecuadodiseñoglobal y estraté-
gico.

La justicia debeintentarrespondera lo que
la ciudadaníaesperade ella y no sólo a lo que
susactorespiensanquedebaser.Lassoluciones
procesales,orgánicasy presupuestariasno son
suficientes,sin perjuicio de ser necesarias,ya
queademásde éstas,el servicio público de la
justiciadebesertransparente,accesibley eficaz;
y no estary actuarde forma endogámica,sin
ningunarelacióncon la sociedadcivil y el resto
de las institucionespúblicas.

El momentoactual hace necesariomásque
nunca (como ha puestode relieve, entreotros,
PerfectoAndrés Ibáñez, 1995: p. 12) potenciar
la reflexión sobreel poderjudicial y suentorno,
paracontribuira crearunaculturademocrática
de la jurisdicción, todavíaen buenaparte ine-
xistente en nuestra sociedad (y significativa-
mente en algunosmedios del poder político).
Ello es tan imprescindibleparafortalecerla po-
sición independientedel juez, en tantoque fac-
tor de democraciaen sus relacionescon los de-
máspoderes,como paraevitar eventualesabu-
sos de la funciónjudicial.

Ahora bien, la función jurisdiccional, si bien
debeactuarcomo control de los otros poderes
públicos y asumir frentea éstos y los ciudada-
nossuresponsabilidadpropia, no debeconfun-
dirse ni debeser un sustitutode la profundiza-
ción democráticani del régimenparlamentario,
debiéndosepotenciarel papelde ésteen nuestro
sistemademocrático(Andrés de Blas Guerrero,
1994: p. 4).

Ademásde profundizary reforzarel control
electoraly los mecanismosde lademocraciare-
presentativa,no deberíaexistir unaexcesivaju-
dicialización de la vida política, a la largaper-
niciosa parael propio Estadodemocrático,sino
quelo que se deberíahaceres vigorizar los ins-
trumentos de control y, en particular, los de
control político (Manuel Aragón, 1994: p. 5).
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La vida política en los últimos años se ha
judicializado y esto ha sido unaúltima desgra-
cia que se le ha venido a añadira nuestraAd-
ministración de Justicia. En el umbral de un
cambio inaplazabley forzosamenterevolucio-
nario, se ha visto de prontocatapultadabajolos
focosdelosmediosde comunicacióny paracol-
mo no se puede entrara reformara quien está
enjuiciandoa los encargadosde realizarla re-
forma (José-JuanToharia,1944).

El cambio del servicio público de la justicia
es necesario,urgentey demandadopor todos,
pero requierereflexión y acciónen el momento
adecuado,y ello sin perderde vista su conexión
y su lugar en el conjunto del sistemapolítico
español.
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